
 

 

APRUEBA ORIENTACIONES PARA EFECTUAR 
PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS RELATIVOS A 
SITUACIONES DE VIOLENCIA LABORAL, ACOSO 
LABORAL Y ACOSO SEXUAL CON PERSPECTIVA DE 
GÉNERO DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS.                                                           

 

===============================SANTIAGO, 

RESOLUCIÓN EXENTA SOP Nº____________/ 

 

VISTO: 

La Ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, 
cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley 
N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; la Ley N°19.880, que 
establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado; el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, que fija texto refundido, 
coordinado y sistematizado de la Ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo; la ley N°21.643, 
que modifica el Código del Trabajo y otros cuerpos legales, en materia de prevención, 
investigación y sanción del acoso laboral, sexual o de violencia en el trabajo; el decreto con fuerza 
de ley MOP Nº 850, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 
N°15.840, de 1964; y la Resolución N°36, de 2024, de la Contraloría General de la República, que 
fija normas sobre exención del trámite de toma de razón. 

CONSIDERANDO: 

1. Que, conforme a lo dispuesto en la ley N° 21.643, que modifica el Código del Trabajo y otros 
cuerpos legales en materia de prevención, investigación y sanción del acoso laboral, sexual o de 
violencia en el trabajo, resulta indispensable establecer orientaciones actualizadas para los 
procedimientos disciplinarios relativos a situaciones de violencia laboral, acoso laboral y acoso 
sexual con perspectiva de género en el Ministerio de Obras Públicas, con el fin de garantizar un 
entorno laboral seguro y respetuoso para todo el personal que se desempeña en la institución. 

2. Que la actual legislación fortalece la protección efectiva de los derechos de las personas en sus 
respectivos espacios laborales, visibiliza la violencia estructural de género y establece 
obligaciones claras para el Estado y el sector privado, definiendo claramente qué debe 
entenderse por acoso laboral, acoso sexual y violencia en el trabajo, en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 1° de la citada ley N°21.643. 



 

 

3. Que, el Ministerio de Obras Públicas, como órgano de la Administración del Estado, tiene la 
obligación legal de elaborar y poner a disposición de las trabajadoras y trabajadores protocolos 
de Prevención de la Violencia, Acoso Laboral y Sexual (VALS) en cada uno de los Servicios MOP y 
un Procedimiento de denuncia, investigación y sanción de acoso sexual, acoso laboral y violencia 
en el trabajo para el Ministerio de Obras Públicas y sus Servicios Dependientes, los cuales se han 
diseñado y ejecutado en coherencia con el marco legal vigente. 

4. Que el nuevo artículo 46 del DFL 1-19653, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado 
de la ley Nº18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, 
modificado por la Ley N°21.643, establece que los procedimientos disciplinarios deberán 
sujetarse a los principios rectores de confidencialidad, imparcialidad, celeridad y perspectiva de 
género, garantizando así un trato justo y respetuoso para todas las partes involucradas. 

5. Que la Contraloría General de la República ha impartido instrucciones mediante el Dictamen 
N°E523936/2024, de fecha 06 de agosto de 2024, a los organismos públicos sobre las 
modificaciones introducidas por la Ley N° 21.643 (Ley Karin), reiterando que los nuevos 
procedimientos disciplinarios deben regirse por el principio de perspectiva de género. 

6. Que, en cumplimiento de las obligaciones descritas en los considerandos anteriores, en el 
Programa de Trabajo de Género 2025 de los servicios MOP se estableció el compromiso 
institucional de elaborar orientaciones para efectuar procedimientos disciplinarios relativos a 
situaciones de violencia laboral, acoso laboral o acoso sexual con perspectiva de género, como 
un instrumento de apoyo para las personas funcionarias que deberán llevar a cabo 
procedimientos disciplinarios. 

8. Que, en virtud de lo anterior, se ha elaborado un nuevo texto con orientaciones para efectuar 
procedimientos disciplinarios que incorpora estándares actualizados sobre investigación y 
sanción de hechos que atenten contra las obligaciones funcionarias relativas al derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia en el trabajo, con el fin de garantizar un entorno laboral 
seguro y respetuoso. 

RESUELVO: 

1° APRUÉBANSE, las siguientes orientaciones para efectuar procedimientos disciplinarios 
relativos a situaciones de violencia laboral, acoso laboral o acoso sexual con perspectiva de 
género, cuyo texto es el siguiente: 
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1. Introducción 

La protección efectiva de los derechos fundamentales de todas las personas, sin distinción, 
constituye una responsabilidad compartida y que recae, por tanto, en todo el personal del Estado. 
En este marco, el derecho a un trabajo libre de violencia ha adquirido una relevancia central desde 
la entrada en vigencia de la ley N°21.643, conocida como “Ley Karin”, que fortalece la prevención, 
investigación y sanción de la violencia, el acoso laboral y el acoso sexual en el trabajo. 

Esta ley, junto con los compromisos y estándares internacionales que recoge, incorpora el 
enfoque de derechos humanos y la perspectiva de género como principios rectores de las 
relaciones laborales, y del abordaje institucional frente a la violencia en el trabajo. En lo relativo 
a la sanción de estas conductas, plantea el desafío de integrar la perspectiva de género en los 
procedimientos disciplinarios asociados a tales situaciones.  

Dicha incorporación no solo constituye una exigencia normativa, sino también, una herramienta 
esencial para garantizar el debido proceso, resguardar la dignidad y proteger los derechos 
fundamentales de todas las personas involucradas. Adoptar este enfoque implica reconocer que 
el sistema sexo-género produce desigualdades estructurales que afectan de manera diferenciada 
a mujeres y personas de las diversidades sexo genéricas, incrementando su exposición al acoso y 
la violencia en el ámbito laboral. Por tanto, su aplicación no busca otorgar privilegios, sino corregir 
desequilibrios históricos y garantizar la igualdad sustantiva ante la ley, conforme a los principios 
que orientan la función pública. 

En este contexto, el Ministerio de Obras Públicas, en coherencia con su compromiso institucional 
con la igualdad y la no discriminación en todos los ámbitos de su quehacer, ha desarrollado, de 
manera colaborativa entre los distintos servicios que lo conforman -y bajo la coordinación de la 
Unidad de Género, Diversidad y No Discriminación-, estas Orientaciones, que buscan entregar 
herramientas conceptuales y prácticas que fortalezcan la labor de quienes ejercen funciones de 
fiscal o participan en la tramitación de estos procedimientos, promoviendo una actuación 
objetiva, respetuosa y libre de sesgos. 

Finalmente, es importante destacar que investigar las situaciones de violencia, acoso laboral y 
acoso sexual (VALS) incorporando la perspectiva de género constituye una condición esencial 
para materializar el derecho a un trabajo libre de violencia, así como para garantizar la igualdad 
y la no discriminación en el ámbito laboral. 



 

 

2. Objetivo y alcance 

2.1. Objetivo general 

Orientar a quienes ejercen la función de fiscales instructores o investigadores en procedimientos 
sumariales relativos a situaciones de violencia laboral, acoso laboral o acoso sexual (VALS), para 
el cumplimiento de la labor conforme a la normativa vigente, con especial cuidado del resguardo 
de la incorporación del principio de perspectiva de género en todas las etapas del proceso.  

  



 

 

2.2. Objetivos específicos 

a. Entregar criterios y recomendaciones para una adecuada actuación en las distintas etapas del 
procedimiento asegurando el resguardo de la víctima y la debida diligencia. 

b. Establecer buenas prácticas institucionales para prevenir la revictimización, garantizar la 
imparcialidad del proceso y contribuir a una cultura laboral basada en el respeto, la igualdad y 
la no violencia. 

2.3. Ámbito de aplicación   

Estas orientaciones aplican una vez que ha sido recibida la denuncia, en conformidad con el 
procedimiento vigente.    

2.4. Público objetivo   

Jefaturas superiores de servicio, personas designadas como fiscales o investigadores en el marco 
de procedimientos disciplinarios relativos a situaciones de violencia laboral, acoso laboral o acoso 
sexual (VALS), personal de las áreas de gestión y desarrollo de personas, personas receptoras de 
denuncias, Unidad Técnica de VALS y personal en general. 

3. Marco Normativo 

3.1. Marco normativo Internacional 

Nuestro país, como parte de la comunidad internacional, ha suscrito diversos tratados en materia 
de derechos humanos, los cuales han sido fundamentales para avanzar en su protección. La 
ratificación de estos instrumentos no ha sido simbólica, por cuanto nos mandatan a cumplir con 
las convenciones internacionales suscritas, a modificar nuestra normativa interna y a adoptar 
todo tipo de medidas que permitan materializar el derecho a la igualdad entre todas las personas.  

En lo que respecta al desafío de resguardar que los procesos investigativos sean ejecutados 
considerando la perspectiva de género, es fundamental tener a la vista el marco normativo y 
jurisprudencial aplicable del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, cuyos 
instrumentos principales se detallan a continuación: 

Instrumento Descripción 
ONU, Declaración 
Universal de Derechos 
Humanos (1948) 

Reconoce el derecho al trabajo en condiciones dignas, 
estableciendo el principio de igualdad y no discriminación, base 
fundamental para combatir el acoso y la violencia. 

OIT, Convenio 111 sobre 
la discriminación en el 
empleo y la ocupación 
(1958) 

Prohíbe la discriminación en el empleo, incluyendo formas 
indirectas como el acoso por razón de género, orientación sexual, 
origen, entre otros. 



 

 

Instrumento Descripción 
ONU, Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 
(PIDESC) (1966) 

Establece el derecho a condiciones de trabajo justas, seguras y 
equitativas, vinculadas con la prevención de la violencia y el 
respeto a la dignidad de las personas trabajadoras. 

Comité CEDAW, 
Recomendación General 
N°19 (1992). 

Exige a los Estados Partes que adopten medidas apropiadas y 
eficaces para combatir todo tipo de violencia basada en el sexo, 
ejercida mediante actos públicos o privados y establece la 
necesidad de capacitar al funcionariado público a fin de lograr la 
aplicación efectiva de la Convención. 

OEA, Convención 
Interamericana de Belém 
do Pará (1994) 

Reconoce el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia 
en todos los ámbitos, incluyendo el trabajo, e impone obligaciones 
de prevención, sanción y erradicación. 

Declaración y Plataforma 
de Acción de Beijing 
(1995) 

 

Adoptada en la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer en Beijing, 
constituye una continuación del compromiso de la comunidad 
internacional de abordar las desigualdades civiles, políticas, 
sociales, económicas y culturales, estableciendo una hoja de ruta 
universal para lograr la igualdad de género. 

ONU, Convención sobre la 
Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW) 
(1979) y su protocolo 
facultativo (1999) 

Obliga a los Estados a eliminar la discriminación y el acoso sexual 
en el ámbito laboral, promoviendo la igualdad sustantiva de 
género en el empleo. 

Comité CEDAW, Caso 
González y otras vs. 
México (“Campo 
Algodonero”) (2009) 

Sentencia de 16 de noviembre de 2009: “Conforme [con] la prueba 
aportada, las irregularidades en las investigaciones y en los 
procesos incluyen la demora en la iniciación de las investigaciones, 
la lentitud de las mismas o inactividad en los expedientes, 
negligencia e irregularidades en la recolección y realización de 
pruebas y en la identificación de víctimas, pérdida de información, 
extravío de piezas de los cuerpos bajo custodia del Ministerio 
Público, y la falta de contemplación de las agresiones a mujeres 
como parte de un fenómeno global de violencia de género”. 

Ley Modelo 
Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres en la 
Vida Pública y Política 
(2016). 

Es una herramienta para que los Estados adapten su normativa 
interna en armonización con la Convención de Belém do Pará, con 
el objetivo central de garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
políticos y de participación de las mujeres, libres de violencia y 
discriminación, promoviendo la igualdad sustantiva en la vida 
pública y política. 

OIT, Convenio 190 sobre 
la violencia y el acoso en 
el mundo del trabajo 
(2019) 

Primer instrumento internacional que reconoce el derecho a un 
trabajo libre de violencia y acoso, incluyendo por razón de género. 
Establece obligaciones de prevención, protección, reparación y 
sanción. 

OIT, Recomendación 206 
(complementaria al 
Convenio 190) (2019) 

Entrega directrices para implementar el C190: medidas 
preventivas, mecanismos de denuncia, protección de 
denunciantes y campañas de sensibilización, con enfoque de 
género e inclusión. 



 

 

Instrumento Descripción 
ONU, Agenda 2030 
Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), en 
particular el objetivo N°5: 
Igualdad de género (2015) 

Buscan erradicar la pobreza, proteger el planeta y garantizar la 
prosperidad, reconociendo que la igualdad de género es un 
derecho humano fundamental y una condición esencial para 
alcanzar el conjunto de metas de la Agenda 2030. En este sentido, 
el ODS N°5 se centra específicamente en lograr la igualdad de 
género y empoderar a todas las mujeres y las niñas, promoviendo 
su plena participación en la vida social, económica y política. 

Comité CEDAW, Dictamen 
del en el Caso Anna 
Belousova vs. Kazajistán 
(2015). 

Establece que “la igualdad en el empleo puede verse seriamente 
perjudicada cuando se somete a las mujeres, por el mero hecho de 
serlo, a violencia, por ejemplo, el hostigamiento sexual en el 
trabajo, que incluye un comportamiento de tono sexual tal como 
contactos físicos e insinuaciones, observaciones de tipo sexual, 
directas o implícitas, y exigencias sexuales, verbales o de hecho. 
Este tipo de conducta puede ser humillante y puede constituir un 
problema de salud y de seguridad. Es discriminatoria cuando la 
mujer tiene motivos suficientes para creer que su negativa podría 
causarle problemas en el trabajo, en la contratación o el ascenso 
inclusive, o cuando crea un medio de trabajo hostil”1. 

3.2. Marco Normativo Nacional 

Por su parte, el artículo 5° de la Constitución Chilena de la República establece que el ejercicio de 
la soberanía reconoce como límite los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, 
reconociendo los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile como 
parte del bloque de constitucionalidad. Esto ha permitido que los tribunales y organismos 
públicos reconozcan el carácter vinculante y supra-legal de los tratados en materia de igualdad 
de género. 

Chile ha avanzado en la adecuación de su legislación interna en concordancia con sus 
compromisos internacionales. Entre las normas más relevantes destacan: 

Normativa Descripción 
Ley N°20.005, tipifica y 
sanciona el acoso sexual 
(2005) 

Prohíbe expresamente el acoso sexual en el ámbito laboral, 
estableciendo procedimientos y sanciones aplicables tanto en el 
sector público como en el privado. 

Ley N°20.066, de 
Violencia Intrafamiliar 
(2005) 

Establece medidas de protección para las víctimas, sanciones 
penales y medidas cautelares. 

Ley N°20.609, establece 
medidas contra la 
discriminación (2012) 

Conocida como “Ley Zamudio”, establece un marco jurídico para 
prevenir y sancionar actos de discriminación arbitraria, 
estableciendo como categorías protegidas el género, la identidad 
y expresión de género, y orientación sexual, entre otras. 
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Normativa Descripción 
Ley N°21.120, sobre 
Identidad de Género 
(2018) 

Establece el derecho a la identidad de género, permitiendo el 
cambio de nombre y sexo registral en la partida de nacimiento en 
caso de que no sean congruentes con ésta. 

Ley N°21.153, tipifica 
delito de acoso sexual en 
espacios públicos (2019) 

Conocida como Ley de Acoso callejero, que modifica el Código 
Penal para penalizar diversas conductas de acoso sexual en 
espacios públicos. 

Ley N°21.155 Establece 
medidas de protección 
lactancia materna y su 
ejercicio (2019) 

Establece medidas para proteger y promover la lactancia materna, 
reconociéndola como un derecho de la niñez y de las madres, 
garantizando su libre ejercicio y sancionando cualquier 
discriminación arbitraria que cause privación, perturbación o 
amenaza a estos derechos. 

Ley N°21.369, regula el 
acoso sexual, la violencia 
y la discriminación de 
género en el ámbito de la 
educación superior (2021) 

Obliga a instituciones de educación superior a establecer 
protocolos de prevención, sanción y reparación en casos de acoso, 
abuso y discriminación de género. 

Ley N°21.675, que 
estatuye medidas para 
prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia en 
contra de las mujeres, en 
razón de su género (2024) 
(Ley Integral) 

Ley marco que reconoce el derecho de las mujeres a una vida libre 
de violencia (Art. 1) y regula medidas de prevención, protección, 
atención, reparación y de acceso a la justicia para las víctimas de 
violencia en razón de su género, considerando especialmente las 
situaciones de vulnerabilidad o discriminaciones múltiples en que 
puedan hallarse (Art.1, art. 7 inc. 1°), introduciendo de esta 
manera a nivel legislativo la noción de interseccionalidad. 

Circular SUSESO N°3876 
(2025) 

Incorpora y precisa instrucciones referida a la no discriminación de 
personas trabajadoras pertenecientes a las comunidades de 
diversidades sexo genéricas modifica el Título II del Libro IV 
Prestaciones preventivas y el Título I del libro V prestaciones 
médicas, ambos del compendio de normas del seguro social de 
accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de la ley 
N°16.744. 

3.3. Normas que regulan los procedimientos disciplinarios. 

Asimismo, en el ámbito de la administración pública, existe un conjunto de normas que regulan 
los procedimientos disciplinarios:  

Normativa Descripción 
DFL 1-19653, que fija 
texto refundido, 
coordinado y 
sistematizado de la ley 
N°18.575, orgánica 
constitucional de bases 
generales de la 

Establece el principio de probidad que debe regir en el ejercicio 
de la función pública, considerando como una infracción grave las 
conductas de acoso sexual, laboral o de violencia en el trabajo 
(art. 62 N°10). Asimismo, dispone que toda persona tiene derecho 
a un ambiente laboral libre de violencia y acoso, y que los órganos 
de la Administración del Estado deben prevenir, investigar y 
sancionar estas conductas (art. 13). 
Además, determina que las jefaturas superiores de servicio deben 
informar semestralmente los canales disponibles para la 
recepción de denuncias (art. 14 inc. 3°), y el personal público está 



 

 

Normativa Descripción 
administración del estado 
(LOCBGAE) (2000) 

 

sujeto a responsabilidad administrativa por infracciones a estas 
obligaciones (art. 18). 

DFL N°1, que fija el texto 
refundido, coordinado y 
sistematizado del Código 
del Trabajo (2002) 

 

La normativa aplicable al sector público remite expresamente a 
las definiciones contenidas en el artículo 2° del Código del 
Trabajo, para los efectos de determinar qué se entiende por acoso 
sexual, acoso laboral o violencia en el trabajo ejercida por 
terceros ajenos a la relación laboral. Asimismo, tiene carácter 
supletorio respecto de aquellos aspectos o materias que no se 
encuentren regulados en el ámbito del derecho público. 

DFL N°29, fija texto 
refundido, coordinado y 
sistematizado de la ley 
N°18.834, sobre estatuto 
administrativo (2004) 

Establece que las conductas de acoso sexual, laboral o de 
violencia en el trabajo contravienen el principio de probidad 
administrativa, conforme a las definiciones del artículo 2° del 
Código del Trabajo (Art. 84 letras l y m).  En estos casos, dispone 
la instrucción de un sumario administrativo con la finalidad de 
esclarecer los hechos y determinar si existe responsabilidad 
administrativa. Asimismo, fija los principios a los que deberán 
sujetarse dichos procedimientos (art. 119 inc.2°), las medidas de 
resguardo de las víctimas (art. 136 inc.2°) y las sanciones 
aplicables, según la gravedad de los hechos (art. 120). 

Dictamen CGR 
N°E516610/2024 

Imparte instrucciones sobre las modificaciones que la Ley N° 
21.643 (Ley Karin) introdujo en las leyes N°s 18.575, 18.834 y 
18.883, en materia de prevención, investigación y sanción del 
acoso laboral, sexual o de violencia en el trabajo. 

Dictamen CGR 
N°E523936/2024 

 

Imparte instrucciones sobre las modificaciones que la Ley 
N°21.643 introdujo al Código del Trabajo, en materia de 
prevención, investigación y sanción del acoso laboral, sexual o de 
violencia en el trabajo, respecto de organismos púbicos cuyo 
personal se rija por ese código. 

Dictamen CGR  
N°E30538/2025 

Aclara Dictamen N° E516610/2024 que imparte instrucciones 
sobre aplicación de la Ley Karin y en particular, sobre las 
sanciones aplicables en conductas de acoso laboral y sexual. 

3.4. Ley Karin 

La Ley N°21.643, que modifica el Código del Trabajo y otros cuerpos legales en materia de 
prevención, investigación y sanción del acoso laboral, acoso sexual o de violencia en el trabajo 
(2024), conocida como “Ley Karin”, constituye un hito legislativo que consagra por primera vez, 
de forma expresa, la protección contra el acoso laboral, sexual y la violencia en el trabajo desde 
una perspectiva de género y derechos humanos.  

3.4.1. Aspectos claves 

Esta norma le debe su nombre y origen al caso de Karin Salgado Molina, funcionaria pública del 
área de la salud que, en 2019, se suicidó tras denunciar persecución y hostigamiento laboral, sin 
que el sistema la protegiera adecuadamente. Como aspectos claves de la ley destacan: 



 

 

a. Actualiza la definición de acoso laboral y recoge el fenómeno de la violencia ejercida por 
terceros ajenos a la relación laboral en la prestación de servicios. 

b. Impone a las empresas y de los órganos de la administración del Estado la obligación de 
elaborar y poner a disposición de las trabajadoras y de los trabajadores un protocolo de 
prevención del acoso sexual, laboral y violencia en el trabajo. 

c. Establece nuevos estándares en los procesos de investigación y sanción del acoso sexual, 
laboral y la violencia en el trabajo. 

d. Establece el enfoque de derechos humanos y la perspectiva de género como principios 
rectores en las relaciones laborales, prevención de la violencia en el trabajo y su abordaje. 

e. Fortalece el rol de la Dirección del Trabajo y de la Contraloría General de la República en los 
correspondientes procedimientos de investigación, con el objetivo de dar garantías a las 
personas denunciantes. 

f. Incluye medidas de resguardo a las personas denunciantes, como: separación de los espacios 
físicos, redistribución del tiempo de la jornada y entrega de atención psicológica temprana 
por medio de los Organismos Administradores del Seguro de la Ley N°16.744. 

g. Dispone adecuaciones a la normativa del sector público para el perfeccionamiento de los 
procesos de investigación del acoso sexual y laboral considerando la responsabilidad 
administrativa y sus particularidades. 

3.4.2. Alcance y proyección 

La Ley Karin debe entenderse como una ley de derechos humanos, la cual representa la 
consolidación de un proceso que comenzó con la adopción de tratados internacionales, 
jurisprudencia nacional e internacional, y una ciudadanía cada vez más consciente de sus 
derechos. 

Este marco normativo fortalece la protección efectiva de los derechos de las personas en sus 
respectivos espacios laborales, busca visibilizar la violencia estructural de género presente en 
estos espacios y establece obligaciones claras, tanto para el Estado como el sector privado. 

3.4.3. Incorporación de la perspectiva de género 

La perspectiva de género en la Ley Karin se establece como un mandato normativo y ético por 
varias razones claves que se desprenden tanto de la normativa como de su aplicación práctica: 

a. Reconocimiento de desigualdades estructurales: La perspectiva de género permite 
identificar que las mujeres y otros grupos de especial protección (como personas LGBTIQ+) 
enfrentan formas específicas de acoso y violencia en el trabajo, muchas veces invisibilizadas 
por enfoques tradicionales.  

b. Prevención de la revictimización: Aplicar esta perspectiva ayuda a evitar que las víctimas 
sufran nuevamente durante el proceso investigativo, ya sea por prejuicios, estereotipos o 



 

 

falta de sensibilidad institucional. Esto se traduce en investigaciones más objetivas, 
imparciales y oportunas.  

c. Cumplimiento de estándares internacionales: La Ley Karin incorpora principios del Convenio 
190 de la OIT, que define la violencia y el acoso por razón de género como prácticas 
inaceptables que deben ser abordadas con enfoque de derechos humanos y equidad. 

d. Fortalecimiento institucional: La incorporación de esta mirada implica, para el Ministerio de 
Obras Públicas, y sus Servicios dependientes, disponer de capacitación especializada, 
protocolos sensibles al género, y medidas de protección adecuadas. Esto no solo mejora la 
respuesta institucional, sino también promueve un cambio cultural hacia ambientes laborales 
más seguros y respetuosos. 

e. Mandato normativo y ético: La Ley Karin establece explícitamente la obligación de aplicar la 
perspectiva de género al momento de sustanciar procesos sumariales, en los procedimientos 
referentes a acoso laboral, sexual y violencia en el trabajo, para garantizar la igualdad de 
trato y oportunidades, y la debida operación del procedimiento de denuncia, investigación y 
sanción de acoso sexual, acoso laboral y violencia en el trabajo para el MOP y sus Servicios 
Dependientes, aprobado mediante Resolución Exenta MOP N° 340, de 31 de julio de 2024, y 
los Protocolos de Prevención del Acoso Sexual, Laboral y de la Violencia en el Trabajo, 
aprobados por cada Dirección del Ministerio de Obras Públicas. 

En definitiva, la Ley representa un avance sustantivo en el reconocimiento y protección de los 
derechos de las mujeres, hombres y diversidades sexo genéricas en el trabajo; quedando el 
desafío pendiente de que, a través de su implementación, se logre consolidar una cultura laboral 
de igualdad y no discriminación. 

4. Violencia y acoso en el trabajo 

4.1. Acoso Laboral 

4.1.1. Definición 

Según la Ley N°21.643, se entiende por acoso laboral, “toda conducta que constituya agresión u 
hostigamiento ejercida por el empleador o por uno o más trabajadores, en contra de otro u 
otros trabajadores, por cualquier medio, ya sea que se manifieste una sola vez o de manera 
reiterada, y que tenga como resultado para el o los afectados su menoscabo, maltrato o 
humillación, o bien que amenace o perjudique su situación laboral o sus oportunidades en el 
empleo”. 

De esto se desprende que, para que una conducta se considere como constitutiva de acoso 
laboral deben encontrarse los siguientes elementos2: 

                                                      

2 Dirección del Trabajo. Dictamen N°362/19. Junio 2024. 



 

 

a. Que consista una agresión física o ser de aquellas que afectan moralmente a la persona 
trabajadora. 

b. Haberse producido una vez o en forma reiterada. 

c. Ser realizada por cualquier medio. 

d. Ocasionar menoscabo, maltrato o humillación, es decir, descrédito en la honra o fama de la 
persona afectada, o el acto implique tratar mal de palabra u obra o que les hiera en su amor 
propio o en su dignidad, o bien, que amenacen o perjudiquen la situación laboral o las 
oportunidades de empleo. 

4.1.2. Clasificación Acoso Laboral 

Las conductas de acoso laboral se pueden clasificar en3:  

Tipo de acoso Descripción 
Descendente Es aquella conducta ejercida por una persona que ocupa un cargo 

jerárquico superior al de la víctima. 
Ascendente Es aquella conducta ejercida por una o más personas trabajadoras dirigida 

a una persona que ocupa un cargo jerárquicamente superior, que puede 
estar determinado por su posición en la organización, los grados de 
responsabilidad, posibilidad de impartir instrucciones, entre otras 
características. 

Horizontal Es aquella conducta ejercida por personas trabajadoras que se encuentran 
en similar jerarquía dentro de la empresa. 

Mixto Es aquella conducta ejercida por una o más personas trabajadoras de 
manera horizontal en conocimiento de quien emplea, quien en lugar de 
intervenir en favor de la persona afectada no toma ninguna medida o 
ejerce el mismo tipo de conducta de acoso. También puede resultar en 
aquella circunstancia en que coexiste acoso vertical ascendente y 
descendente. 

4.1.3. Manifestaciones Acoso laboral 

Algunas manifestaciones comunes del acoso laboral son4:  

Manifestaciones 
del acoso Ejemplos 

Descalificación 
personal y 
profesional 

- Criticar o juzgar el desempeño de manera ofensiva. 
- Utilizar lenguaje despectivo o insultante con intenciones de denigrar. 
- Hacer comentarios peyorativos sobre la apariencia física, vestimenta, 

inteligencia, habilidades, competencias, valor profesional, entre otros. 

                                                      

3 Decreto N°21, de 2024, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que aprobó el reglamento que establece las directrices a las 
cuales deberán ajustarse los procedimientos de investigación de acoso sexual, laboral o de violencia en el trabajo. 
4 Fuente: Elaboración propia en base al “Procedimiento de Denuncia e Investigación y Sanción de acoso sexual, acoso laboral y 
violencia en el trabajo para el Ministerio de Obras Públicas y sus servicios dependientes”, y la Guía práctica para la prevención y 
control de la violencia y acoso en los lugares de trabajo, SUSESO. 



 

 

- Ridiculizar, burlarse o emitir expresiones ofensivas vinculadas a 
características personales tales como género, orientación sexual, 
identidad de género, raza o etnia, nacionalidad, edad, discapacidad u 
otras categorías sospechosas establecidas en la Ley N°20.609. 

- Minimizar o ignorar los éxitos profesionales o atribuirlos 
maliciosamente a otras personas o a factores externos. 

Aislamiento y 
exclusión 

- Aislar o promover el aislamiento de una persona, evitar interactuar con 
ella o impedir que participe en actividades de trabajo. 

- Ignorar o excluir deliberadamente, actuando como si no existiera, 
dirigiéndose sólo a una tercera persona presente, o simulando su no 
existencia o no presencia física.  

- Tratar de forma discriminatoria, aplicando medidas exclusivas o 
diferenciadas. 

Amenazas y 
hostigamiento 

- Amenazar de forma directa o indirecta.  
- Gritar, avasallar o insultar a la persona cuando está sola o en presencia 

de terceras personas.  
- Enviar mensajes amenazantes, abusivos o despectivos por medios 

digitales como correo, redes sociales, mensajes de textos, etc. 
- Usar nombres ofensivos o apodos denigrantes para promover el 

rechazo hacia la persona. 
Sobrecarga o 
reducción de 
funciones 

- Retener, manipular o distorsionar información crucial para el 
cumplimiento de su trabajo, con el propósito de inducir a error y luego 
responsabilizarle de negligencia o faltas profesionales. 

- Criticar reiteradamente su trabajo, ideas o propuestas de manera 
injustificada. 

- Impedir cualquier iniciativa o toma de decisiones en el marco de sus 
atribuciones. 

Difamación y 
daño a la imagen 

- Difundir rumores maliciosos que afecten la reputación, imagen o 
credibilidad profesional de la persona. 

- Confabular con otras personas para desacreditarle o hacerle el vacío en 
el lugar de trabajo. 

- Difundir rumores o comentarios malintencionados que dañen su 
reputación. 

- Ponerse de acuerdo con otras personas para desacreditarle o aislarle. 
- Incentivar a otras personas a participar de conductas de hostigamiento 

mediante presión, coacción o abuso de autoridad. 

 



 

 

4.2. Acoso Sexual 

4.2.1. Definición 

El Código del Trabajo, define acoso sexual como: “el que una persona realice, en forma indebida, 
por cualquier medio, requerimientos de carácter sexual, no consentidos por quien los recibe y 
que amenacen o perjudiquen su situación laboral o sus oportunidades en el empleo”5. 

A partir de esta definición, así como los aportes del “Manual de autoaprendizaje sobre acoso 
sexual”, (Dirección del Trabajo y Organización Internacional del Trabajo (OIT), 2006) y del 
“Informe acoso sexual y sexista en el trabajo: revisión desde la doctrina y jurisprudencia del Poder 
Judicial” (Poder Judicial, 2020), es posible desprender que, para que exista acoso sexual deben 
estar presentes los siguientes elementos: 

a. Realizado por una persona: No se limita a conductas ejercidas por hombres hacia mujeres, 
sino que puede presentarse entre cualquier persona, sin distinción de sexo o género. 

b. En el contexto laboral: Pueden ocurrir en el espacio de trabajo, durante la jornada laboral o 
en actividades vinculadas a ésta, como celebraciones, encuentros recreacionales, y 
capacitaciones. 

c. Sin consentimiento: Es determinante para configurar el acoso sexual. El silencio o la 
pasividad de la víctima no deben ser entendidos como deseo o consentimiento, atendido el 
contexto de sujeción al poder que enfrentan en el puesto de trabajo.  

d. Por cualquier medio: No solo físicos, sino cualquier acción de quién acosa sobre la víctima 
que pueda representar un requerimiento de carácter sexual indebido, realizada de manera 
verbal, física, no verbal o a través de medios escritos y digitales, tales como notas, correos 
electrónicos, mensajes de texto, aplicaciones de mensajería instantánea o redes sociales, 
entre otros.  

e. Con amenaza de perjuicio laboral o de las oportunidades en el empleo: Se configura cuando 
el rechazo o la sumisión de una persona a una conducta, es utilizada, de manera explícita o 
implícita, para amenazar o afectar su situación laboral. Esto incluye el acceso a la formación 
profesional, continuidad en el empleo, promoción, salario o cualesquiera otras decisiones 
relativas al empleo. No solo se configura cuando existe un perjuicio directo, sino también por 
la creación de un ambiente hostil y ofensivo de trabajo, que puede incidir en las relaciones 
laborales, el desempeño, la productividad, la salud de la víctima, entre otras. 

Es relevante mencionar que este tipo de acoso constituye una forma de violencia contra las 
mujeres, en lugar de una acción simplemente discriminatoria, como se describe en el texto de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará) Art 2. Letra b: “Se entenderá que violencia contra la mujer incluye 
la violencia física, sexual y psicológica (…) que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por 

                                                      

5 Código del Trabajo. Artículo 2, inciso 2. 



 

 

cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de 
personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo”. 

 

4.2.2. Clasificación Acoso Sexual 

El acoso sexual puede asumir distintas formas6:  

Formas de acoso Definición 
Hostigamiento 
sexual laboral 

Es el acercamiento no deseado de naturaleza sexual, que se presenta 
como una exigencia para un trato laboral favorable, o como forma de 
someter a un trato lascivo a la víctima. 

Acoso ambiental Comprende aquellas conductas de naturaleza sexual que interfieren con 
la capacidad de la persona para hacer sus tareas a través de la creación 
de un ambiente de trabajo intimidante, hostil u ofensivo. 

Acoso sexista Entendido como una forma de discriminación en el trabajo por razón de 
sexo o género se constituye por conductas cuyo sentido o resultado es la 
generación de un ambiente laboral hostil u ofensivo, a través del 
desprecio hacia una o más personas en razón de su género. 

4.2.3. Manifestaciones comunes  

Algunas manifestaciones comunes del acoso sexual son7: 

Manifestaciones del 
acoso 

Ejemplos 

Comportamiento físico de 
naturaleza sexual 

- Abrazos, roces o acercamientos con connotación sexual no 
deseados. 

- Contacto físico inapropiado como pellizcos, toques, palmadas, 
caricias u otros. 

- Intentos de acercamiento físico que invadan el espacio 
personal de la víctima.  

Conducta verbal de 
naturaleza sexual 

- Uso de lenguaje sexual explícito, insinuaciones y comentarios 
obscenos. 

- Proposiciones o invitaciones de carácter sexual, y no 
consentido. 

- Presión, insistencia o coacción para obtener algún tipo de 
respuesta sexual. 

- Ofrecimiento de recompensas o beneficios a cambio de 
favores sexuales, o amenazas de represalias por no consentir 
a estos.  

- Bromas con connotación sexual no deseadas. 
- Propagar rumores sexuales sobre la víctima. 

                                                      

6 Secretaría Técnica Igualdad de Género No Discriminación. Poder Judicial. Informe en derecho Acoso sexual y sexista en el trabajo: 
revisión desde la doctrina y jurisprudencia. 
7 Fuente: elaboración propia en base al “Procedimiento de Denuncia e Investigación y Sanción de acoso sexual, acoso laboral y 
violencia en el trabajo para el Ministerio de Obras Públicas y sus servicios dependientes”, y la Guía práctica para la prevención y 
control de la violencia y acoso en los lugares de trabajo, SUSESO. 



 

 

Comportamiento no 
verbal de naturaleza 
sexual 

- Exhibición de fotos sugestivas o pornográficas. 
- Gestos, sonidos y miradas lascivas. 
- Señales, actitudes o expresiones corporales que insinúen 

intenciones sexuales. 
Comportamiento basado 
en el sexo que afecta la 
dignidad de la persona en 
el lugar de trabajo 

- Insultos, burlas o descalificaciones relacionadas con el sexo, 
orientación sexual, identidad y expresión de género. 

- Comentarios ofensivos, intimidatorios, discriminatorios, de 
carácter sexual sobre la vestimenta. 

 

4.3. Violencia en el trabajo 

4.3.1. Definición 

La Ley N° 21.643, incorporó en el artículo 2° del Código del Trabajo una nueva causal dentro de 
las tipologías de conductas contrarias a las relaciones laborales libres de violencia, compatibles 
con la dignidad de la persona y con perspectiva de género, denominada ‘Violencia en el Trabajo 
Ejercida por Terceros Ajenos a la Relación Laboral’, entendiéndose por tal:  “aquellas conductas 
que afecten a las trabajadoras y a los trabajadores, con ocasión de la prestación de servicios, 
por parte de clientes, proveedores o usuarios, entre otros”. 

Complementando lo anterior, la Superintendencia de Seguridad Social, mediante su Circular N° 
3819 de 26 de julio de 2024, precisó que, dentro de las conductas agresivas por parte de clientes, 
personas proveedoras, técnicos de reparaciones, visitas que afecten a la persona trabajadora de 
casa particular, pueden incluirse, entre otras: “Gritos, amenazas, insultos, golpes, zamarreos y 
cualquier comportamiento que cause lesiones físicas o que pueda causarlas”. 

Del mismo modo, esta figura se recoge también en las modificaciones que la citada ley introdujo 
al artículo 14 del DFL 1-19653 (LOCBGAE), estableciéndola como parte del Protocolo de 
Prevención con el que deben contar los órganos de la administración del Estado. Adicionalmente, 
se agregó en el numeral 10 del artículo 62, párrafo 4° “De la Responsabilidad y de las Sanciones”, 
del Título III “De la Probidad Administrativa” como una contravención a este principio, “Ejercer 
conductas de acoso sexual, laboral o de violencia en el trabajo, que sufran las funcionarias y los 
funcionarios en los términos del artículo 2 del Código del Trabajo”. 

4.3.2. Manifestaciones 

Algunas manifestaciones comunes de la violencia en el trabajo son8: 

                                                      

8 Fuente: elaboración propia en base al “Procedimiento de Denuncia e Investigación y Sanción de acoso sexual, acoso laboral y 
violencia en el trabajo para el Ministerio de Obras Públicas y sus servicios dependientes”, y la Guía práctica para la prevención y 
control de la violencia y acoso en los lugares de trabajo, SUSESO. 



 

 

Manifestaciones 
de la violencia Ejemplos 

Violencia verbal - Gritos, insultos, amenazas o intimidación. 
- Descalificaciones.  

Violencia física - Empujones, golpes o uso de objetos como armas. 
- Agresiones durante atención de público.  
- Robo o asaltos en el lugar de trabajo  
- Conductas que amenacen o resulten en daños psicológicos, lesiones 

físicas, daños materiales en los entornos laborales utilizados por las 
personas trabajadoras o su potencial muerte. 

Acoso sexual por 
parte de terceros 

- Comentarios insinuantes o degradantes de connotación sexual. 
- Conductas físicas no consentidas con finalidad sexual. 
- Situaciones de hostigamiento sexual ejercidas por terceros vinculados 

al entorno laboral. 
Discriminación y 
violencia de 
género 

- Discriminación, agresión o descalificaciones por razones de género, 
como casos donde mujeres o personas pertenecientes a grupos de 
especial protección son más frecuentemente agredidas o cuestionadas 
por su rol profesional. 

5. Efectos diferenciados del acoso y la violencia en el trabajo 

El acoso y la violencia en el trabajo presentan efectos diferenciados por género, ya que, por una 
parte, los riesgos de sufrir estas vulneraciones varían significativamente entre las personas de 
acuerdo con esta variable; y por otra, las experiencias de las mujeres difieren de las de otros 
grupos, pues presentan un mayor riesgo de padecerlas en razón de su género. 

Esto se refleja en las cifras registradas durante los primeros meses de vigencia de la Ley Karin, 
donde se obtuvo que un 66% de las denuncias fueron interpuestas por mujeres, un 31,4% por 
hombres y un 2,2% por personas que no señalaron su sexo. En el caso específico de las denuncias 
por acoso sexual, el 90% correspondió a mujeres9.  

Estos datos evidencian que, si bien tanto hombres como mujeres pueden ser víctimas de estas 
conductas, son las mujeres quienes las experimentan de manera mayoritaria, lo que pone de 
manifiesto las desigualdades de género que persisten en el ámbito laboral y la necesidad de 
abordarlas desde una perspectiva que considere estas diferencias estructurales. 

Este fenómeno no es casual, sino que constituye una forma de discriminación de género y una 
expresión de las desigualdades de poder. El Convenio N°190 de la OIT reconoce que estas 
prácticas afectan de manera desproporcionada a las mujeres debido a causas subyacentes y 
factores de riesgo, entre ellos los estereotipos de género, las formas múltiples e interseccionales 
de discriminación y el abuso de las relaciones de poder por razón de género, cuyo abordaje es 
indispensable para acabar con la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. Además, estas 

                                                      

9 Dirección del Trabajo. Informe de denuncias por “Ley 21.643: Prevención y Protección contra el Acoso Laboral, Sexual y Violencia 
en el Trabajo” ingresadas entre 1° agosto 2024 y 30 de junio 2025 en la Dirección del Trabajo. Julio 2025. 



 

 

conductas se materializan en riesgos laborales feminizados como el acoso sexual, así como 
también a tratos desiguales y humillantes motivados en el género, que se ven exacerbados en 
contextos laborales con una mayoría masculina, estilos de liderazgo autoritario o patriarcal, y en 
aquellos sectores percibidos como “tradicionalmente masculinos”. 

Del mismo modo, y por razones similares, las personas de las diversidades sexo genéricas 
enfrentan una mayor exposición a estas conductas, en la medida en que la sociedad considera 
que transgreden normas sociales y culturales respecto a la identidad, la expresión de género y la 
orientación sexual. Así lo reconoce la circular SUSESO N°3876 de 2025 sobre prevención del acoso 
laboral, sexual y violencia en el trabajo, que incorpora y precisa instrucciones referidas a la no 
discriminación de personas trabajadoras pertenecientes a las diversidades sexo genéricas, 
incluyendo expresamente prácticas como la transfobia, homofobia, bifobia, entre otras, que 
también constituyen violencia de género en el trabajo.  

Por ello, estas variables deben ser ponderadas al momento de realizar una investigación en el 
marco de un sumario administrativo de VALS, considerando que, tal como señala la Dirección del 
Trabajo, “los mismos hechos pueden tener un impacto diferenciado o variar su intensidad según 
quien sea la persona afectada o quien ejerce la conducta, en relación con su contexto, siendo el 
elemento de género determinante en esta materia”10.  

Asimismo, resulta indispensable analizar cómo esta variable se cruza con otras condiciones de 
vulnerabilidad, tales como la edad, la pertenencia a pueblos indígenas, la situación de 
discapacidad, la nacionalidad, la orientación sexual, la identidad y/o expresión de género, entre 
otras. Esta mirada interseccional permite comprender con mayor profundidad los impactos 
diferenciados de la violencia y el acoso, garantizando investigaciones más justas, contextualizadas 
y respetuosas de los derechos fundamentales de las personas involucradas. 

6. Mecanismos para prevenir, sancionar y reparar el acoso y la violencia 
laboral en las Direcciones del Ministerio de Obras Públicas 

El Ministerio de Obras Públicas (MOP), en su esfuerzo por asegurar entornos laborales dignos y 
libres de violencia, ha desarrollado mecanismos institucionales que permiten abordar, desde 
distintas dimensiones, las situaciones de acoso laboral, acoso sexual, y violencia en el trabajo. 
Estos mecanismos, correspondientes a los Protocolos de Prevención de la Violencia, Acoso 
Laboral y Sexual (VALS) de cada uno de los Servicios MOP y el Procedimiento de denuncia e 
investigación y sanción de acoso sexual, acoso laboral y violencia en el trabajo para el Ministerio 
de Obras Públicas y sus Servicios Dependientes, se han diseñado y ejecutado en coherencia con 
el marco legal vigente, con lineamientos técnicos del propio Ministerio y en coordinación con sus 
distintas Direcciones.  
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6.1. Ámbito preventivo 

La prevención constituye una dimensión clave de la respuesta institucional frente a la violencia 
laboral. En esta línea, las Direcciones del MOP han implementado una serie de medidas 
orientadas a promover ambientes laborales saludables y a fortalecer las capacidades del personal 
para identificar, comprender y actuar ante situaciones de acoso o violencia. Estas acciones se 
enmarcan en lo dispuesto en el Art. 14 de la ley N°21.643, que establece la obligación, para los 
Órganos de la Administración del Estado, de contar con un Protocolo de prevención de la violencia 
en el trabajo, el acoso laboral y sexual para promover el buen trato, ambientes laborales 
saludables y respeto a la dignidad de las personas. La implementación de los respectivos 
protocolos se ha materializado en acciones como: 

a. Capacitación: sobre temáticas vinculadas al acoso laboral y sexual, la violencia de género, la 
discriminación arbitraria y la Ley N° 21.643. 

b. Difusión del procedimiento institucional de denuncia: El procedimiento de denuncia e 
investigación y sanción de acoso sexual, acoso laboral y violencia en el trabajo para el 
Ministerio de Obras Públicas y sus servicios dependientes, se encuentra disponible para todo 
el personal a través de la intranet institucional y es difundido de forma permanente por otros 
medios de comunicación interna. 

c. Inducción a nuevo personal: Las jornadas de inducción incorporan contenidos relacionados 
con el marco normativo que regula el acoso laboral y sexual, así como la violencia de género. 
Se informa a quienes se incorporan sobre los derechos y deberes en materia de convivencia 
laboral, el rol de las jefaturas y los canales institucionales para abordar conflictos o 
situaciones de violencia.  

d. Acciones de sensibilización y fortalecimiento del buen trato: Se han desarrollado campañas 
comunicacionales, conversatorios o actividades internas de buen trato, respeto mutuo y 
tolerancia cero frente a cualquier forma de violencia. 

6.2. Ámbito sancionatorio 

Tiene por objetivo establecer responsabilidades frente a conductas constitutivas de VALS, y 
aplicar medidas correctivas proporcionales que permitan disuadir futuras acciones similares. Este 
componente es esencial para garantizar la justicia y fortalecer la confianza en los mecanismos 
institucionales de protección.  

6.2.1. Procedimiento interno 

El Ministerio de Obras Públicas cuenta con un “Procedimiento de denuncia e investigación y 
sanción de acoso sexual, acoso laboral y violencia en el trabajo para el Ministerio de Obras 
Públicas y sus servicios dependientes”, aprobado mediante Resolución Exenta MOP N° 340 de 31 
de julio de 2024, el cual regula la recepción de denuncias, la investigación y la resolución de los 



 

 

casos. Este instrumento permite uniformar la gestión de las denuncias, asegurando criterios 
comunes de actuación y respeto a los derechos de las partes involucradas. 

Respecto de las denuncias VALS; el procedimiento establece: 

a. Recepción y admisibilidad de denuncias: Las personas afectadas pueden presentar su 
denuncia ante la persona receptora designada en su Dirección o directamente en la Unidad 
Técnica de Denuncias VALS perteneciente a la Fiscalía Nacional del MOP. El procedimiento 
contempla una etapa inicial de admisibilidad, que debe resolverse en un plazo de tres días 
hábiles desde la recepción de los antecedentes, con el fin de verificar si los hechos relatados 
se ajustan a las definiciones contenidas en el marco normativo. 

b. Investigación interna: Si la denuncia es declarada admisible, se inicia un proceso de 
investigación a cargo de personas designadas para tales efectos. Durante esta, las partes 
tienen derecho a presentar antecedentes y ser oídas.  

c. Medidas de resguardo Durante la tramitación, y cuando la gravedad de los hechos lo amerite, 
es posible establecer medidas de resguardo para evitar una mayor afectación a la persona 
denunciante o al equipo de trabajo11.  

d. Registro y seguimiento de casos: La información relativa a las denuncias presentadas les 
registrada de forma confidencial y de carácter reservada por la Unidad Técnica de VALS. 

6.2.2. Sanciones  

Las medidas disciplinarias aplicables al funcionariado público se encuentran establecidas en el 
artículo 121 del DFL N° 29/2004, sobre estatuto administrativo. Según la gravedad de la falta 
cometida, que resulte del mérito de los antecedentes pueden ser: censura, multa, suspensión del 
empleo desde treinta días a tres meses, o destitución.  

La persona designada como fiscal para instruir la investigación sumaria o sumario administrativo, 
es responsable de proponer, a la autoridad competente, el sobreseimiento o la sanción a aplicar. 
Esta última podrá aceptar o no la propuesta, ponderando los antecedentes del caso y 
determinando la aplicación de la medida disciplinaria que considere apropiada en virtud de la 
gravedad de los hechos y al principio de legalidad. 

La determinación de la sanción debe observar los principios de proporcionalidad y la 
razonabilidad, los que orientan la determinación de la cuantía de la sanción a proponer a la 
jefatura superior de servicio. Para ello deben tenerse en cuenta la gravedad de la conducta 
ejecutada y la norma transgredida, junto con las circunstancias modificatorias de la 
responsabilidad como lo son las atenuantes y/o agravantes. 

                                                      

11 Artículo 211 B bis, DFL1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo. 



 

 

6.2.3. Registro  

Además del registro que lleva la Unidad Técnica de VALS, los casos investigados y las sanciones 
aplicadas deben ser debidamente registrados por los respectivos servicios. 

6.3. Ámbito reparatorio 

Junto con prevenir y sancionar, el MOP ha dispuesto medidas orientadas a mitigar los efectos 
derivados de situaciones VALS, con el objetivo de restituir derechos y generar condiciones 
adecuadas de retorno y continuidad laboral. La responsabilidad en la implementación de estas 
medidas recae en cada uno de los servicios dependientes y relacionados del Ministerio, que 
deberán aplicarlas conforme a las particularidades de cada caso. 

a. Acompañamiento en el retorno laboral: Cuando existan periodos de licencia médica 
asociados a la situación de violencia, el equipo de Gestión de Personas podrá entregar apoyo 
en el proceso de reincorporación con la finalidad de facilitar un entorno seguro. 

b. Revisión de condiciones laborales: Dependiendo del caso, se procede a evaluar el perfil de 
cargo en reintegro, espacio físico, las oportunidades de desarrollo profesional, entre otras, 
con el fin de restituir condiciones que hayan podido verse afectadas como consecuencia de 
la situación vivida.  

c. Seguimiento posterior al cierre del caso: El seguimiento permite verificar el cumplimiento 
de las medidas adoptadas y el bienestar de las partes, especialmente en casos de alta 
complejidad.  

7. Orientaciones para efectuar procedimientos disciplinarios con 
perspectiva de género 

7.1. Generales 

7.1.1. Principios que deben regir los procedimientos disciplinarios. 

Para la implementación de los procedimientos disciplinarios se deberán observar los principios 
consagrados en las distintas normativas aplicables, correspondientes a12:  

Principio Descripción Normativa aplicable 
Confidencialidad El procedimiento es secreto durante la 

etapa indagatoria, tanto para la persona 
inculpada como para la denunciante. 
Quien ejerce la función de fiscal debe 

- Art. 119, inc. 2° y Art. 90 B, 
inc. 3 del DFL N°29/2004, 
sobre Estatuto 
Administrativo. 

                                                      

12 Fuente: Elaboración propia en base al “Procedimiento de denuncia e investigación y sanción de VALS para el MOP y sus servicios 
dependientes”, y normativa nacional. 



 

 

Principio Descripción Normativa aplicable 
tomar medidas para que esto se haga 
efectivo. 

- Art. 32 N°6, Ley N°21.675 
(Ley Integral). 

Imparcialidad 
 

La investigación debe ser llevada a cabo 
por profesionales competentes y sin 
conflictos de interés, garantizando 
objetividad y ausencia de sesgos, 
especialmente en casos vinculados a 
violencia, acoso o discriminación. 

- Art. 119, inc. 2° del DFL 
N°29/2004, sobre Estatuto 
Administrativo. 

- Art. 11, Ley N°19.880 
establece bases 
procedimientos 
administrativos. 

Celeridad 
 

El procedimiento debe desarrollarse en 
un plazo razonable, evitando dilaciones 
injustificadas. 

- Art. 119, inc. 2° del DFL 
N°29/2004, sobre Estatuto 
Administrativo. 

- Art. 7°, Ley N°19.880. 
Perspectiva de 
género y 
derechos 
humanos 
 

Debe incorporar medidas tendientes a 
promover la igualdad sustantiva y la 
erradicación de toda forma de 
discriminación basada en género.  

- Art. 119, inc. 2° del DFL 
N°29/2004, sobre Estatuto 
Administrativo. 

- Arts. 3°, 14 y 30, Ley N° 
21.675 (Ley Integral). 

- Art. 2°. o del Código del 
Trabajo. 

Igualdad y no 
discriminación 

Reconoce que todas las personas nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos, y 
no hay persona ni grupo privilegiado. 

- Art. N° 1, Decreto 100, 
Constitución Política de la 
República de Chile. 

- Art. 3°, Ley N°21.675 (Ley 
Integral). 

- Art. 2° DFL N°1/2002, Código 
del Trabajo. 

Centralidad en 
las víctimas 

Establece que las necesidades, derechos y 
el bienestar de las mujeres víctimas de 
violencia de género deben ser la máxima 
prioridad en la respuesta del Estado, 
buscando su protección integral a través 
de medidas de prevención, atención, 
reparación y acceso a la justicia, sin 
estigmatizarlas ni cuestionarlas en el 
proceso. 

- Art. 3°, Ley N°21.675 (Ley 
Integral). 

- Circular SUSESO 
N°3876/2025. 

 

Autonomía de la 
mujer 

Promueve la capacidad de las mujeres 
para tomar decisiones libres, informadas 
y sin coerción, fortaleciendo su 
empoderamiento en el proceso. 

-   Art. 3°, Ley N°21.675 (Ley 
Integral). 

Acceso efectivo a 
la justicia y a la 
información 

Asegura que la víctima participe del 
procedimiento y reciba información clara 
y accesible. 

-   Ley N°19.880, establece 
bases procedimientos 
administrativos. Art. 17. 

Congruencia Este principio se respetará en la medida 
que exista la debida concordancia e 
identidad entre los cargos o acusación, y 
la sentencia o resolución, cuyo fin último 

- Art. 134 de la Ley N°18.834. 
- Art. 160 del Código de 

Procedimiento Civil.  



 

 

Principio Descripción Normativa aplicable 
es evitar la arbitrariedad de quien ejerce 
la potestad sancionatoria. 

- Art. 341 del Código Procesal 
Penal. 

Proporcionalidad Es un principio/garantía del debido 
proceso que exige que las sanciones 
impuestas por la administración sean 
proporcionales a la gravedad de la 
infracción cometida y a los fines que se 
persiguen. Esto implica que la sanción 
debe ser adecuada, necesaria y no 
excesiva, considerando factores como la 
culpabilidad, la intencionalidad, el daño 
causado y la reincidencia. 

- Art. 19 N.° 3 inc. 7° de la 
Constitución Política de 
Chile. 

Colaboración Durante la investigación las personas 
deberán cooperar para asegurar la 
correcta sustanciación del 
procedimiento, proporcionando 
información útil para el esclarecimiento y 
sanción de los hechos denunciados, 
cuando corresponda. 

- Art. 135, DFL N°29/2004, 
sobre Estatuto 
Administrativo. 

 

7.1.2. Obligaciones generales de los órganos del Estado frente a denuncias por hechos de violencia 
de género.  

En todas las investigaciones y en todos los procesos judiciales y administrativos sobre violencia 
de género contra las mujeres, los órganos del Estado deben cumplir las siguientes obligaciones: 

Obligación Descripción 
Debida diligencia Quienes investiguen o juzguen hechos de violencia de género y quienes se 

encuentren a cargo de la protección y la seguridad de las víctimas deberán 
adoptar medidas oportunas, idóneas, independientes, imparciales y 
exhaustivas para garantizar el derecho de las víctimas a una vida libre de 
violencia, al acceso a la justicia y a la reparación. Deberán considerar 
especialmente las situaciones de vulnerabilidad o discriminaciones 
múltiples en que pueden hallarse. Asimismo, deberán garantizar el 
derecho de las víctimas a participar del procedimiento y acceder a la 
información sobre el estado de la investigación13.  

No victimización 
secundaria 

Quienes investiguen o juzguen hechos de violencia contra las mujeres y 
quienes se encuentren a cargo de la protección o la seguridad de las 
víctimas, evitarán o disminuirán cualquier perturbación negativa que éstas 
hayan de soportar con ocasión de su interacción con los servicios públicos 
que otorgan atención o protección en materia de violencia de género o en 
los procesos judiciales.14  En este sentido, se deberá evitar, en particular, 

                                                      

13 Ley N°21.675, que estatuye medidas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de las mujeres, en razón de su 
género, Art. 30 N°1. 
14 Ley N°21.675, que estatuye medidas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de las mujeres, en razón de su 
género, Art. 30 N°2. 



 

 

Obligación Descripción 
la repetición innecesaria de declaraciones, así como toda forma de 
cuestionamiento sobre la vida privada o antecedentes no relacionados 
con los hechos. 

7.1.3. Derechos que deben ser resguardos en la implementación de procedimientos disciplinarios: 

Derecho Descripción 
Debido Proceso Las personas acusadas tienen derecho a presentar su versión de los 

hechos y a defenderse adecuadamente. 
Notificación Conforme a la Ley N° 21.643, las notificaciones dentro del proceso de 

denuncia por acoso laboral, sexual o violencia en el trabajo proceden tanto 
para las personas denunciadas como denunciantes, quienes deben ser 
informadas del avance del procedimiento, incluyendo la recepción de la 
denuncia, el inicio de la investigación y sus resultados. Esta normativa 
garantiza el derecho de las partes a estar debidamente informadas, 
resguardando además la confidencialidad y la integridad del proceso. 

Aportación de 
pruebas 

Tanto la persona denunciada, como las víctimas y personas afectadas por 
las eventuales infracciones tendrán derecho a aportar antecedentes a la 
investigación. 

Impugnación Es el derecho de una parte a cuestionar y solicitar la revisión, modificación 
o anulación de una decisión judicial o administrativa que considera errónea 
o ilegal. Es una garantía fundamental dentro del debido proceso que busca 
asegurar la legalidad. 

Imparcialidad La imparcialidad es un derecho que se establece dentro del debido proceso 
administrativo incluido el procedimiento disciplinario, de modo tal que se 
persigue evitar prejuicios o intereses personales. 

Identidad de 
género 

 

Según lo establecido en la Ley N°21.120, que reconoce el derecho a la 
identidad de género, y en el Procedimiento de Reconocimiento y uso de 
nombre social para el Ministerio de Obras Públicas y sus Servicios 
Dependientes15, durante el procedimiento disciplinario debe ser utilizado 
el nombre social y pronombres que correspondan a la identidad de la 
persona declarante. 

7.2. Por etapa del procedimiento disciplinario 

7.2.1. Acciones previas 

a) Constitución de la fiscalía 

                                                      

15 Aprobado por Resolución Exenta MOP N°241 de 31 de julio de 2023. 



 

 

Acciones Descripción 
Nombramiento de 
Fiscales 

La persona designada como fiscal debe tener igual o mayor 
jerarquía que la denunciada y contar, preferentemente, con 
formación acreditada en prevención, investigación y sanción de 
acoso, género o derechos fundamentales, conforme a la 
modificación introducida al art. N°129, inc. 2 del DFL N°29/2004, 
sobre Estatuto Administrativo, por la Ley N° 21.643. En este sentido, 
el Departamento o Unidad de Capacitación de cada servicio deberá 
informar al área a cargo de los sumarios la nómina de personas 
capacitadas. 
Adicionalmente, la designación de fiscales deberá propender a la 
paridad, evitando concentrar estas funciones en personas de un 
solo sexo. 

Nombramiento de 
actuario o actuaria 

La persona designada como Fiscal, al iniciar sus funciones, debe 
declarar constituida la Fiscalía y proceder al nombramiento de un 
Actuario o Actuaria, quien certificará las actuaciones del sumario y 
realizará las notificaciones a las partes. Todas las actuaciones, con 
excepción de la vista fiscal, deben ser firmadas por la persona 
designada Fiscal y el Actuario o Actuaria, quien además debe estar 
presente en cada actuación y levantar el acta correspondiente de 
cada diligencia practicada. 

Implicancia o 
Recusación 

El ejercicio de las funciones de Fiscal, Actuario o Actuaria, 
constituyen un deber funcionario, del cual no es posible excusarse, 
salvo por una causa legal debidamente establecida. Dichas causales 
se hacen valer mediante los mecanismos de implicancia y 
recusación previstos en el artículo 133 del DFL N°29/2004, sobre 
Estatuto Administrativo. 

Asesoría jurídica Las personas que desarrollan la labor de Fiscales en procesos 
disciplinarios por VALS requieren contar con orientación y asesoría 
durante todo el proceso. Esta orientación debiera comprender las 
normas regulatorias de los procesos disciplinarios y técnicas 
investigativas. Dicha asesoría debe ser prestada por profesionales 
del área jurídica del servicio, que cuenten con formación específica 
en procedimientos disciplinarios con perspectiva de género.  

b) Análisis del contexto de la denuncia. 

Analizar el contexto implica interpretar distintos aspectos del entorno donde ocurren los hechos, 
por lo que significa realizar una revisión exhaustiva de la información contenida en la denuncia y 
todos sus antecedentes. Algunos aspectos que la persona designada como Fiscal deberá 
contemplar en el análisis del contexto corresponden a: 

Aspecto por analizar Descripción 
Lugar de ocurrencia Precisar el lugar de ocurrencia de los hechos, ya sea espacio público o 

privado, así como la existencia de testigos. Además, es posible evaluar 
características de las dependencias y cultura institucional, observando si 
se trata de un ambiente caracterizado por la desigualdad, discriminación 
y/o violencia y si incide de alguna manera en los hechos investigados.  



 

 

Aspecto por analizar Descripción 
Frecuencia Determinar si los hechos constituyen conductas reiteradas o se trata de 

un hecho aislado para efectos de la determinación de la gravedad de la 
falta.  
Esto guarda relación con la nueva definición de acoso laboral que 
establece que la conducta hostigante o agresiva, puede ser realizada ya 
sea una vez o en forma reiterada, considerando esta última como 
agravante. 

Medio de 
manifestación 

Identificar los medios por los cuales se manifiestan las conductas, como 
correo electrónico, mensajería instantánea, comunicaciones verbales, 
contacto físico, entre otros.  

Relaciones laborales 

 

Precisar el vínculo laboral entre las partes involucradas, determinando si 
los hechos se producen entre personas del mismo nivel jerárquico, o bien 
existe subordinación o jerarquía entre la persona denunciante y la 
denunciada ya sea formal o informal.  

Interseccionalidad Examinar si las partes pertenecen a uno o más grupos de especial 
protección, como los establecidos en la ley N° 20.609 que pueden agravar 
la situación de vulnerabilidad, como: discapacidad, edad, raza o etnia, 
identidad de género, entre otras.  

Derechos 
reclamados o 
eventualmente 
vulnerados 

Identificar cuáles son los derechos que podrían verse afectados, tales 
como: el derecho a la integridad física y psíquica, la privacidad, la honra y 
el derecho a la no discriminación.  

Esta evaluación permitirá adoptar medidas proporcionales y con enfoque diferenciado. 

c) Definir medidas de resguardo 

De acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 136 de DFL N°29/2004, sobre Estatuto Administrativo, 
la persona designada como Fiscal deberá adoptar las medidas de resguardo necesarias respecto 
de las personas involucradas en el procedimiento, considerando la gravedad de los hechos 
imputados, la seguridad de la persona denunciante y las posibles derivadas de las condiciones de 
trabajo. En el cumplimiento de esta función, debe actuar con diligencia y sensibilidad, 
especialmente frente a las necesidades de las víctimas resguardando tanto su seguridad como su 
bienestar emocional. 

Estas medidas, de carácter provisional, y vigentes durante todo el procedimiento disciplinario, 
pueden adoptarse simultáneamente y deben ser proporcionales a la naturaleza de los hechos y 
respetar los derechos de las partes involucradas, en el marco del debido proceso. 

En casos de acoso sexual, se deberá prestar especial atención al uso de medidas de resguardo, 
para la protección de la víctima, la honra, así como también el otorgamiento de atención 
psicológica temprana; dichas medidas deberán ser idóneas, suficientes y eficaces para garantizar 
el debido resguardo de las personas involucradas en las denuncias de conductas de este tipo. 

Entre las medidas de resguardo que pueden implementarse, se encuentran: 



 

 

Medida Descripción 
Suspensión temporal 
de funciones 

Debe disponerse mediante resolución escrita y ser notificada a la 
persona afectada y al área de Gestión y Desarrollo de Personas, según 
corresponda. El mismo procedimiento se aplicará para dejar sin efecto 
la suspensión. Esta medida busca prevenir interferencias en la 
investigación o riesgos para la víctima o testigos. 

Destinación 
transitoria 

Permite el traslado de la persona denunciada a otro cargo dentro de la 
misma Institución y ciudad, cuando la situación lo amerite, evitando el 
contacto con la persona denunciante o posibles testigos. 

Separación de 
espacios físicos 

Busca asegurar que la víctima y persona denunciada no compartan 
espacios de trabajo, con el fin de evitar el contacto directo y posibles 
situaciones de hostigamiento y/o intimidación. 

Otorgamiento de 
atención psicológica 
temprana 

Derivación a los programas que disponga el organismo administrador 
respectivo de la ley N°16.744, que en el caso del Ministerio de Obras 
Públicas corresponde a la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS). 

Conforme a la Ley N°21.675 (Ley Integral), se contemplan medidas adicionales orientadas a la 
protección integral de las víctimas, en especial cuando los hechos revisten características de 
violencia de género: 

Medida Descripción 
Acceso a los 
servicios de salud 
física y mental  

Facilitar asistencia a servicios de salud y apoyo dentro de la jornada laboral, 
en caso de que se requiera, sin que ello implique menoscabo laboral ni 
pérdida de remuneraciones. 

Entregar 
información clara 
y oportuna 

Informar a la víctima sobre la red de servicios estatales en violencia de 
género disponibles, incluyendo canales de denuncia, apoyo jurídico y 
acompañamiento psicosocial. 

Medidas de 
seguridad y 
resguardo 

Derecho a recibir protección cuando se ven vulnerados sus derechos a la 
vida, integridad física o psíquica, indemnidad sexual o libertad personal 
(art. 32 N°5). 

 

7.2.2. Etapa Indagatoria 

Corresponde al conjunto de diligencias destinadas a esclarecer los hechos denunciados, 
determinar eventuales responsabilidades y asegurar el respeto de las garantías procedimentales 
de todas las partes involucradas. 

En esta etapa, quien ejerce la función de Fiscal debe observar particularmente los principios de 
objetividad, imparcialidad, confidencialidad y debida diligencia, incorporando de manera 
transversal la perspectiva de género y derechos humanos. Para resguardar lo anterior, es 
fundamental: 

a) Actuaciones clave 



 

 

La persona que ejerce la función de Fiscal debe asegurar que las diligencias se desarrollen con 
respeto a la confidencialidad y la dignidad de la víctima. Para esto debe: 

Actuaciones clave Descripción 
Identificar y prevenir sesgos Reconocer y evitar que influyan roles, estereotipos, mitos y 

prejuicios de género en la investigación, tanto desde la 
perspectiva de quien ejerce la función de Fiscal, como en las 
intervenciones de las partes16.  

Resguardar la 
confidencialidad y las 
garantías procedimentales 
de la víctima 

Asegurar la reserva del procedimiento durante la investigación 
y proteger la identidad de la víctima, de conformidad con los 
artículos 119 inciso 2° y 129 inciso 3° del DFL N°29/2004, sobre 
Estatuto Administrativo y el artículo 32 N°6 de la Ley N°21.675 
(Ley Integral).  

Cumplir con las obligaciones 
del Estado en materia de 
derechos fundamentales 

Actuar con debida diligencia y prevenir la victimización 
secundaria conforme al Artículo 30 N°s 1 y 2 de la Ley N°21.675 
(Ley Integral).  

Disponer diligencias 
investigativas pertinentes 

Adoptar todas aquellas diligencias necesarias para identificar 
relaciones de poder, subordinación y eventuales 
discriminaciones múltiples o interseccionalidad que permitan 
determinar fehacientemente la transgresión de conductas 
vinculadas a la normativa aplicable para casos VALS.  

b) Medios probatorios 

Para resguardar la consideración de la perspectiva de género y también de inclusión, al recabar 
los medios probatorios es recomendable: 

Medio 
Probatorio 

Aspectos 
Generales Consideraciones 

Declaraciones 
testimoniales 
 

Accesibilidad - Garantizar ajustes razonables para personas en 
situación de discapacidad, tales como intérprete de 
lengua de señas, formatos accesibles, apoyo en 
lectura o escritura.  

Tiempo y lugar - Tomar las declaraciones en horarios y espacios 
adecuados, considerando la jornada flexible y 
procurando minimizar el estrés, especialmente para 
la víctima.  

Prohibición de 
represalias 

- Informar expresamente a las partes que se prohíbe 
cualquier forma de hostigamiento o represalia contra 
quienes declaren, precisando que tales conductas 
podrían constituir una falta adicional. 

                                                      

16 La jurisprudencia internacional, como el caso Campo Algodonero (Corte IDH, 2009), ha señalado que los estereotipos de género 
son causa y consecuencia de la violencia, por lo que deben ser erradicados en todo proceso investigativo. 



 

 

Medio 
Probatorio 

Aspectos 
Generales Consideraciones 

Citación - Realizar citaciones por escrito y notificar 
personalmente por la persona actuaria. En casos de 
fuerza mayor o imposibilidad física, podrá efectuarse 
mediante medios tecnológicos (correo electrónico o 
videollamadas, u otros normativamente admisibles), 
asegurando siempre que la notificación llegue 
efectivamente a la persona convocada. 

Declaración Elaborar previamente una pauta de preguntas, 
procurando evitar aquellas que:  
- No guarden relación sustancial con el o los hechos 

investigados. 
- Presionen, intimiden, hostiguen o juzguen a la 

persona que presta declaración. 
- Incluyan dos o más interrogantes y puedan generar 

confusión. 
- Induzcan la respuesta de la persona declarante. 
- Representen alguna discriminación o sesgos de 

género. 
Declaración de 
la víctima 

Citación - No citar a declarar el mismo día a la víctima y a la 
persona denunciada. 

Resguardo de 
derechos 

- Explicar el procedimiento, las posibilidades que de 
éste se derivan y los derechos que le asisten durante 
su desarrollo. 

- Garantizar el derecho de la persona a ser oída, 
permitiendo que aporte elementos adicionales a su 
declaración o nuevos antecedentes. 

- Informar que las medidas de resguardo, en caso de 
disponerse, son transitorias. 

Evitar 
revictimización 

- Solicitar la ratificación de la denuncia, evitando que 
repita en detalle hechos ya contenidos en ésta. Las 
preguntas deben centrarse únicamente en aspectos 
específicos o complementarios, en particular cuando 
se trate de casos de acoso sexual. 

- No cuestionar veracidad del testimonio ni emitir 
juicios de valor sobre su relato por razones de género. 

- No utilizar un lenguaje estigmatizante. 
- Procurar recabar en una sola declaración la mayor 

cantidad de antecedentes, evitando reiteradas 
citaciones. 

- Evitar careos u otras instancias en las que pueda 
encontrarse con la persona denunciada, en especial 
ante denuncias de acoso sexual y situaciones de 
asimetrías de poder. 

Declaración de 
la persona 
denunciada 

Citación - La persona denunciada debe ser citada en dicha 
calidad, apercibiéndosele expresamente para que, 
dentro del plazo legal, formule eventuales causales 



 

 

Medio 
Probatorio 

Aspectos 
Generales Consideraciones 

de implicancia o recusación en contra de quien ejerce 
la función de Fiscal o de Actuario o Actuaria17. 

- Se recomienda citar a la persona denunciada con 
posterioridad a la declaración de la víctima y testigos, 
para obtener mayores antecedentes de los hechos de 
la denuncia. 

Resguardo de 
derechos 

 

- Explicar el procedimiento, las posibilidades que del 
mismo se derivan y los derechos que le asisten 
durante su desarrollo.  

- Procurar que las preguntas a realizar no atenten 
contra la integridad moral o psicológica, evitando 
presentar comportamiento hostil, hacer 
apreciaciones personales o que impliquen 
discriminación o sesgos por razones de género. 

- Informar sobre la protección ante a represalias. 
Peritaje - Debe ser solicitado en caso de que se requieran 

antecedentes adicionales a los recopilados. 
Habitualmente corresponde a un informe técnico-
profesional realizado por una persona experta en un 
área o ciencia (de la psicología u otros). 

- Es utilizado también en casos de acoso sexual, y el 
peritaje puede incluir evaluación psicológica de la 
víctima y de la persona agresora.  

- En caso de que sea solicitado externamente, se 
recomienda incluir experticia en perspectiva de 
género. 

Fotografías - Corresponden a un tipo de prueba documental 
utilizada para acreditar hechos, condiciones o 
situaciones relacionadas con la investigación.  

- Deben ser pertinentes a la investigación. 
- Permiten entregar pruebas y esclarecer los hechos 

cuando no hay testigos, como es habitual en los casos 
de acoso sexual.   

- Quien ejerce la función de fiscal deberá procurar 
resguardar la identidad de las víctimas. 

Audios - Son grabaciones de voz que registran 
conversaciones, declaraciones o hechos relacionados 

                                                      

17 Son causales de recusación: Tener interés directo o indirecto en los hechos que se investigan; Tener amistad íntima o enemistad 
manifiesta con cualquiera de las personas inculpadas; Tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado y de afinidad 
hasta el segundo, inclusive, o de adopción con alguna de las personas inculpadas. Las anteriores, junto con cualquier otra 
circunstancia que, a juicio de la persona que ejerce la función de Fiscal o Actuaria, pueda afectar su imparcialidad, constituyen 
causales de implicancia. En tales casos, corresponde que manifiesten su eventual impedimento.  

 



 

 

Medio 
Probatorio 

Aspectos 
Generales Consideraciones 

con la investigación, y que se incorporan como 
evidencia para establecer la ocurrencia de los hechos 
y la responsabilidad de las personas implicadas. 

- Permiten entregar pruebas cuando no hay testigos, 
como es habitual en los casos de acoso sexual.   

Inspección personal del Fiscal - Implica la concurrencia de quien ejerce la función de 
Fiscal al lugar donde ocurrieron los hechos relatados, 
a fin de obtener su propia concepción de lo 
denunciado y sus circunstancias. 

Prueba documental - Corresponden a comunicaciones o evidencias 
escritas, tales como correos electrónicos, mensajes 
de WhatsApp, chats internos o cualquier otra 
comunicación escrita que permita entregar pruebas 
y esclarecer los hechos cuando no hay testigos, como 
es habitual en los casos de acoso sexual.   

c) Valoración de los medios de prueba  

El análisis probatorio debe orientarse a esclarecer los hechos denunciados y determinar 
responsabilidades, con este propósito, la persona que ejerce la función de Fiscal deberá: 

Aspectos a 
resguardar Descripción 

Asegurar 
imparcialidad 

Realizar el análisis probatorio exclusivamente en función de los hechos y 
antecedentes contenidos en el expediente y hechos verificados en la 
investigación.  
Se deben descartar valoraciones subjetivas o apreciaciones basadas en 
percepciones o creencias propias o del entorno institucional. 

No emitir juicios 
personales 

No formular juicios personales sobre las partes del procedimiento.  
No utilizar antecedentes de la vida privada como elementos probatorios 
cuando carezcan de relevancia para los hechos investigados. 

Evitar roles y 
estereotipos de 
género 

Abstenerse de interpretar o valorar la prueba basándose en concepciones 
estereotipadas sobre cómo deben comportarse las personas según su 
sexo, género, identidad u orientación sexual. Además, es deber de la 
persona que ejerce la función de Fiscal, revisar si el contenido de los 
medios de prueba, especialmente testimoniales y periciales, refleja 
posibles sesgos o estereotipos de género. 

Identificar 
manifestaciones 
sexistas, 
homófobas o de 
desprecio 

Determinar cuándo en el caso se manifiestan expresiones despectivas y/o 
de menosprecio a mujeres u otros grupos de especial protección en base 
a sus características personales. Además, debe valorar si el contenido de 
las pruebas refleja posibles situaciones de desigualdad estructural o 
discriminación indirecta, considerando el contexto institucional y social en 
que se produjeron los hechos. 

Prevenir 
prejuicios y 
discriminación 

Evitar cualquier discriminación o sesgo hacia personas pertenecientes a los 
denominados grupos de especial protección como mujeres, la raza o etnia, 



 

 

Aspectos a 
resguardar Descripción 

la nacionalidad, la situación socioeconómica, identidad y expresión de 
género, el estado civil, entre otras.  

Valorar 
diferencias de 
poder entre las 
partes. 

Evaluar si la evidencia refleja dinámicas de poder, jerarquía o dependencia 
entre las partes, que puedan influir en la conducta, percepción o capacidad 
de denuncia de la persona afectada o situaciones de riesgo diferenciadas 
según género. 

Concluidas las diligencias investigativas, la persona que ejerce la función de Fiscal deberá dictar 
una Resolución de cierre de la Etapa Indagatoria, donde declara agotada esta etapa, debiendo 
proceder a la formulación de cargos, si estos procedieren. 

7.2.3. Etapa Acusatoria   

Cerrada la investigación, la persona que ejerce la función de Fiscal puede sobreseer la causa, es 
decir, darla por finalizada por no encontrar hechos o responsables, o bien instruir cargos cuando 
se han determinado hechos y responsables. Es en este segundo caso que se inicia la etapa 
acusatoria, siendo sus características más importantes:  

Aspectos a 
resguardar Descripción 

Formulación 
concreta de los 
cargos 

Los cargos deben formularse de manera clara y específica, precisando los 
hechos constitutivos de la infracción, puesto que pueden impedir asumir 
adecuadamente la defensa del caso, incurriendo en una falta al principio 
del debido proceso, considerando que el principal objetivo que se 
persigue con dicho trámite es presentar en forma clara a la persona 
inculpada el hecho anómalo que se le imputa, de tal manera que tenga la 
posibilidad de defenderse en cada una de las instancias legales 
establecidas para ese efecto18. 
La Contraloría General de la República, ha precisado que las imputaciones 
deben ser concretas y precisas y, necesariamente, contener el detalle de 
los hechos que configuran la infracción que se le atribuye a la persona 
sumariada y la forma como han vulnerado las normas legales pertinentes, 
de modo de permitirle asumir adecuadamente su defensa y, a su vez, que 
el Servicio pueda determinar, si fuere procedente, la aplicación de la 
sanción que en derecho corresponda19. 
Asimismo, precisar quién sufre la afectación y quién tiene el deber de 
garantizar el ejercicio de estos derechos en el marco de la relación 
laboral. 

Deber de 
objetividad 

La persona que ejerce la función de Fiscal no puede emitir opiniones en 
la formulación de cargos ni durante el proceso, así como tampoco 
anticipar la eventual sanción a proponer, pues ello contravendría el 

                                                      

18 Jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República contenida en los dictámenes N°s. 65.284, de 2011, y 
13.576, de 2013.  
19 Dictámenes N°s 54.131, de 2007 y 44.597, de 2008, entre otros. 



 

 

Aspectos a 
resguardar Descripción 

principio de objetividad e imparcialidad que rige el procedimiento 
disciplinario. 
Además, de acuerdo con lo establecido en el Art.32 N°2 Ley N° 21.675 
(Ley Integral), en caso de que la violencia sea por razón de género, las 
víctimas tienen derecho a no ser enjuiciadas, estigmatizadas, 
discriminadas ni cuestionadas en base a estereotipos de género, por su 
relato, conductas o estilo de vida.  

Notificación de los 
cargos 

La notificación debe realizarse personalmente. Si la persona denunciada 
no fuere habida en dos días consecutivos, podrá efectuarse mediante 
carta certificada enviada a su lugar de trabajo o al último domicilio 
registrado en la Unidad o Departamento de Gestión de Personas del 
Servicio. 
Además, el artículo 129 del DFL N°29/2004, que aprueba el texto 
refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N°18.834 sobre Estatuto 
Administrativo, dispone que “las víctimas y/o personas afectadas tienen 
derecho a conocer el contenido de la investigación desde la formulación 
de cargos, pudiendo solicitar al fiscal instructor que este les adjunte una 
copia íntegra del expediente sumarial desde esta etapa procedimental”.  

Plazo para 
presentar 
descargos 

Desde el momento de la notificación, la persona inculpada cuenta con un 
plazo de 5 días hábiles para presentar sus descargos, el cual podrá 
prorrogarse en caso de que lo solicite por otros 5 días hábiles más.  
En los descargos, se puede acompañar todo tipo de pruebas y solicitar la 
práctica de diligencias probatorias. La persona que ejerce la función de 
fiscal deberá otorgar un plazo especial para realizar estas diligencias 
dentro del denominado “término probatorio”, el cual podrá extenderse 
en un plazo legal de entre 3 y 20 días facultativamente.  

7.2.4. Etapa Resolutiva 

La parte resolutiva de un dictamen fiscal es aquella que contiene las conclusiones de la persona 
que ejerce la función de Fiscal sobre la concurrencia de responsabilidad administrativa. En esta 
etapa se deben tener en consideración: 

a) Propuestas a la autoridad 

La persona que ejerce la función de Fiscal propone a la autoridad superior del Servicio alguna de 
las siguientes determinaciones: 

Determinación Descripción 
Sobreseimiento Procede cuando no hay mérito para formular cargos, por cuanto no ha sido 

posible a la Fiscalía acreditar la existencia de los hechos constitutivos de la 
infracción investigada y/o cuando no se ha podido individualizar al o las 
personas responsables de tales conductas.  

Sanción Una vez vencido el plazo para presentar los descargos, en caso de que 
estos no sean presentados o bien una vez evaluados se mantiene la 
decisión de la Fiscalía con respecto a las infracciones, corresponde 
proponer a la autoridad la sanción a aplicar. 



 

 

Absolución Se propone cuando habiendo formulado cargos, la información 
presentada por la persona funcionaria investigada en los descargos 
permite concluir que no ha cometido infracción disciplinaria o no se logró 
acreditar de manera suficiente su participación en los hechos. 

b) Sanciones que se pueden establecer 

De acuerdo con lo precisado en el Dictamen CGR N° E30538/2025, de fecha 24 de febrero de 
2025: Aclara Dictamen N° E516610/2024 que imparte instrucciones sobre aplicación de la Ley 
Karin y en particular, sobre las sanciones aplicables en conductas de acoso laboral y sexual, 
concluye que tales prohibiciones pueden sancionarse con cualquier medida disciplinaria 
conforme el mérito del expediente.   



 

 

Dichas medidas disciplinarias corresponden a:  

Sanción Descripción 
Censura Consiste en la reprensión por escrito, de la cual se dejará constancia en 

la hoja de vida, mediante una anotación de demérito de dos puntos en 
el factor de calificación correspondiente.   

Multa Corresponde a la privación de un porcentaje de la remuneración 
mensual, la que no podrá ser inferior a un 5% ni superior a un 20% de 
ésta, manteniendo en todo caso la obligación de servir el cargo.   
La sanción se registrará en la hoja de vida mediante anotación de 
demérito, de acuerdo a la siguiente escala:   
- Si la multa no excede del 10% de la remuneración mensual, la 

anotación será de dos puntos.   
- Si la multa es superior al 10%  y no excede del 15% de la remuneración 

mensual, la anotación será de tres puntos.   
- Si la multa es superior al 15% de la remuneración mensual, la 

anotación será de cuatro puntos.  
Suspensión Consiste en la privación temporal del empleo con goce de un 50 a un 70% 

de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y 
prerrogativas inherentes al cargo.   
La suspensión se registrará en la hoja de vida mediante una anotación de 
demérito de 6 puntos en el factor de calificación correspondiente. 

Destitución Es la decisión de la autoridad facultada para hacer el nombramiento, de 
poner término a los servicios de una persona funcionaria.  
Procede únicamente cuando los hechos constitutivos de la infracción 
vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, como 
ocurre al infringir las disposiciones del DFL N°29/2004, sobre Estatuto 
Administrativo, art. 84 letra l) m) es decir, realizar todo acto calificado 
como acoso sexual, laboral o discriminación arbitraria.   
En caso de que se aplique esta medida por acoso laboral, quien ejerce la 
función de Fiscal podrá determinar (en caso de que se aplique la 
atenuante de la cooperación eficaz dispuesta en el artículo 121 del DFL 
N° 29 de 2004) si se deberá cumplir el plazo de cinco años de inhabilidad 
de ingreso a la Administración del Estado, decisión que no será aplicable 
respecto de la institución que aplica la medida. Al respecto es necesario 
mencionar que quien resolverá de manera definitiva es la autoridad 
correspondiente (art. 121, DFL 29/2004 y Dictamen CGR N° 
E516610/2024). 

c) Principios que rigen la determinación de la propuesta 

Para la determinación de la propuesta a la autoridad, la persona que ejerce la función de Fiscal 
debe sujetarse principalmente a los siguientes principios: 

Principio Definición 
Proporcionalidad La sanción debe ser proporcional a la gravedad de la falta cometida, 

considerando el daño causado y la conducta de la persona funcionaria.  



 

 

Motivación La propuesta sancionatoria debe contener los fundamentos de hecho y 
de derecho que la justifican, ya que una motivación insuficiente o 
inexistente es un vicio que puede llevar a la nulidad del acto.  

Igualdad ante la 
Ley 

La sanción debe aplicarse de forma equitativa, sin discriminación, lo que 
se ve vulnerado si la sanción no es proporcional.  

 

d) Factores a Considerar en la Aplicación de la Sanción 

Debe existir un vínculo de proporcionalidad entre la falta, el daño causado y las circunstancias de 
la infracción. Se deben considerar la gravedad de la falta, la conducta previa, y los hechos 
debidamente acreditados en el expediente, evitando la arbitrariedad y la falta de motivación. 

Factor Definición 
Gravedad de la 
falta 

Se debe ponderar la gravedad de la falta administrativa conforme a los 
antecedentes disponibles en la investigación y a los criterios de sana 
crítica y en consciencia. 

Daño causado El perjuicio generado por la conducta de la persona funcionaria. 
Conducta anterior  La historia disciplinaria de la persona funcionaria que comprende su hoja 

de vida, informes de calificación, anotaciones de mérito o demérito, etc. 
Acreditación de los 
hechos 

Las sanciones deben basarse en hechos debidamente probados en el 
expediente del sumario. 

Circunstancias 
atenuantes o 
agravantes 

Se deben considerar la concurrencia de ambos. A modo de ejemplo se 
contempla como atenuante la buena conducta anterior y en el caso de 
las agravantes, la reincidencia. 
Se podrá considerar en la formulación de cargos y en la vista fiscal la 
violencia de género o discriminación arbitraria como un factor agravante. 

e) Elaboración de dictamen o vista fiscal 

En el marco del proceso disciplinario regulado por el DFL N° 29 de 2004, que fija el texto refundido 
del Estatuto Administrativo, el dictamen o vista fiscal es una de las etapas finales y corresponde 
al informe emitido por quien ejerce la función de Fiscal en la investigación sumaria o sumario 
administrativo, en el cual se evalúan los antecedentes reunidos durante la investigación, 
incluyendo la formulación de cargos si existen méritos suficientes para ello y sus descargos. Su 
objetivo es proponer a la autoridad competente la medida disciplinaria que estime procedente 
según la gravedad de la falta y las circunstancias del caso, o bien, la proposición de sobreseimiento 
cuando no se configuren antecedentes que acrediten responsabilidad administrativa en los 
hechos investigados. El dictamen requiere ser fundado y debe considerar expresamente las 
circunstancias agravantes y atenuantes que concurran en la investigación. 

 

  



 

 

8. Anexos 

8.1. Definiciones de palabras relacionadas con el proceso investigativo y materias de género.  

 Actuario/actuaria: Persona funcionaria que, en un procedimiento disciplinario, certifica las 
actuaciones realizadas, levanta actas y practica notificaciones. Su rol es clave para garantizar 
la fe pública y la trazabilidad del sumario (art. 133 y ss., Ley N° 18.834).  

 Agravante: Circunstancia que aumenta la responsabilidad administrativa de una persona 
denunciada, al evidenciar mayor gravedad en los hechos.  

 Apelación: Recurso administrativo o judicial interpuesto contra una resolución, que busca su 
revisión y modificación, garantizando el derecho de defensa y el debido proceso.  

 Atenuante: factor o circunstancia que reduce la gravedad de la falta o infracción y que, por 
lo tanto, puede influir en que la sanción impuesta sea menos severa. 

Se considera atenuante la cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos 
denunciados o permita la identificación de sus responsables, o sirva para prevenir o impedir 
la perpetración de nuevos hechos. 

Esta atenuante no se aplicará en los siguientes casos: 1. Cuando solo resultare procedente la 
medida disciplinaria de destitución; 2. Tratándose de autoridades que desempeñen un cargo 
de elección popular o de exclusiva confianza de éstos o de la autoridad facultada para 
efectuar su nombramiento y respecto de cargos de Alta Dirección Pública (art. 121 DFL 
N°29/2004, sobre Estatuto Administrativo) 

 Cargos: Formulación escrita que realiza la persona que ejerce la función de fiscal contra la 
persona denunciada, donde se precisan los hechos investigados y la normativa infringida.  

 Denunciante: Persona que informa hechos presuntamente constitutivos de falta disciplinaria 
o violencia de género. Tiene derecho a medidas de protección y a participar en el 
procedimiento (Ley N° 21.675, Ley Integral, art. 22, inc. 3°).  

 Descargos: Respuesta formal de la persona denunciada frente a los cargos formulados, en 
ejercicio de su derecho a defensa (art. 133, DFL N°29/2004, sobre Estatuto Administrativo).  

 Discriminación de género, sexo u orientación sexual: Toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo, género u orientación sexual que tenga por objeto o resultado menoscabar 
derechos (Ley N° 20.609; art. 1, Ley N° 21.643, Ley Karin).  

 Fiscal: Persona funcionaria designada para dirigir la investigación en un procedimiento 
disciplinario, con independencia, imparcialidad y debida diligencia. Debe actuar con 
formación en género y derechos fundamentales (Ley N° 21.643, Ley Karin).  

 Grupos de especial protección: colectivos de personas que, debido a su situación, 
características personales o vulnerabilidad histórica, requieren medidas de resguardo 
adicionales frente a posibles abusos, discriminación o trato desigual. La ley N°20.609 
establece como grupos de especial protección la raza o etnia, la nacionalidad, la situación 



 

 

socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación 
o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, género, la maternidad, 
la lactancia materna, el amamantamiento, la orientación sexual, la identidad y expresión de 
género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o 
discapacidad. 

 Implicancia: Acto mediante el cual la persona designada como fiscal o actuaria en un 
procedimiento disciplinario manifiesta tener interés directo o indirecto en los hechos que se 
investigan; tener amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las personas 
inculpadas; tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado y de afinidad hasta el 
segundo, inclusive, o de adopción con alguna de las personas inculpadas; o por algún otro 
hecho que a su juicio les reste imparcialidad.  

 Interseccionalidad: Herramienta metodológica y de análisis que reconoce que una persona 
puede ser afectada por múltiples formas de discriminación de manera simultánea, como 
género, edad, orientación sexual, discapacidad, etnia, nacionalidad o condición 
socioeconómica, configurando situaciones de opresión diferenciadas que pueden interactuar 
para aumentar la vulnerabilidad de una persona frente a una situación de acoso, 
discriminación o vulneración de derechos dentro del ámbito laboral. 

 Investigación sumaria: Procedimiento breve destinado a esclarecer hechos disciplinarios 
menores, con respeto a las garantías del debido proceso (art. 135, DFL N°29/2004, sobre 
Estatuto Administrativo). 

 Notificación: acto mediante el cual se informa formalmente a una persona funcionaria sobre 
actos, resoluciones o actuaciones que le afectan dentro del procedimiento disciplinario, 
garantizando su derecho a conocer y participar en el proceso. 

 Persona denunciada: Es la persona cuya conducta es objeto de denuncia, por realizar 
presuntamente una actitud, comportamiento, hostigamiento u otras conductas que puedan 
eventualmente ser calificadas como acoso sexual, acoso laboral o violencia en el trabajo. 

 Persona denunciante: Corresponde a la víctima o un tercero que realiza formalmente la 
denuncia, por una presunta situación, actuación y/o hecho constitutivo de acoso sexual, 
laboral o violencia en el trabajo.  

 Perspectiva de género: Es la forma de ver o analizar el impacto y desigualdad del género en 
las oportunidades e interacciones sociales de las personas. Permite visibilizar los roles, 
estereotipos y prejuicios de género que sustentan discriminaciones y violencias tanto para 
mujeres como para diversidades sexo genéricas. Constituye una herramienta metodológica 
de análisis para las barreras de inequidad estructurales de género, permitiendo enriquecer 
el diseño de políticas públicas, dejando de lado la mirada patriarcal o de subordinación 
universal de la mujer. En cuanto a la expresión “perspectiva de género” señala el Dictamen 
que, si bien la Ley Karin no consideró una definición para la Administración del estado, debe 
tenerse presente el dispuesto en el Art. 2, inciso 2 ° del Código del Trabajo, que previene que, 
para efectos de ese cuerpo normativo, aquella “implica la adopción de medidas tendientes a 



 

 

promover la igualdad y a erradicar la discriminación basada en dicho motivo”. (Dictamen CGR 
N° E30538/2025, de fecha 24 de febrero de 2025: Aclara Dictamen N° E516610/2024) 

 Prueba: Son todos los antecedentes, documentos, testimonios, informes o evidencias que se 
recaban para acreditar la ocurrencia de hechos objeto de investigación, determinar 
responsabilidades y fundamentar una eventual sanción. 

 Ratificación de la denuncia: Acto mediante el cual la persona denunciante confirma 
formalmente la veracidad y continuidad de su denuncia, reafirmando su voluntad de que se 
investiguen los hechos que ha denunciado. Por lo general se realiza de forma verbal, 
quedando constancia en el acta de declaración. 

 Recusación: Acto mediante el cual una persona solicita que alguna de las partes a cargo de 
realizar la investigación sea apartada del procedimiento por considerar que existe alguna 
causa de impedimento, conflicto de interés o falta de imparcialidad que pueda afectar la 
objetividad del sumario, estas causas pueden ser: tener interés directo o indirecto en los 
hechos que se investigan; tener amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las 
personas inculpadas; tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado y de afinidad 
hasta el segundo, inclusive, o de adopción con alguna de las personas inculpadas. 

 Sanción: Consecuencia disciplinaria que puede imponerse a la persona denunciada tras 
comprobarse su responsabilidad. Puede ir desde la amonestación hasta la destitución (DFL 
N°29/2004, sobre Estatuto Administrativo).  

 Sobreseimiento: Resolución que pone término al procedimiento disciplinario por falta de 
mérito, inexistencia de hechos constitutivos de falta o ausencia de responsabilidad.  

 Sumario Administrativo: Procedimiento disciplinario regulado por art. 128 en adelante del 
DFL N°29/2004, sobre Estatuto Administrativo, destinado a investigar y sancionar faltas 
administrativas, respetando garantías del debido proceso. 

 Víctima o persona afectada: persona en quien recae la acción de acoso sexual, acoso laboral 
o violencia en el trabajo. 

 Violencia de Género: Cualquier acción u omisión que cause muerte, daño o sufrimiento a la 
mujer en razón de su género, donde quiera que ocurra, ya sea en el ámbito público o privado; 
o una amenaza de ello. (Art. 5, Ley N° 21.675, Ley Integral)  

 Vista fiscal: Etapa en que quien ejerce la función de fiscal expone las conclusiones de la 
investigación, y si corresponde, formula cargos y propone sanciones, sobre la base de las 
pruebas recabada. 

  



 

 

9. Material de apoyo  

 Boletín Guía Práctica de Tramitación de Sumarios Administrativos, Ministerio Secretaría 
General de la Presidencia, Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno, Boletín 
Jurídico N° 27, enero 2025. 

 Guía práctica para la prevención y control de la violencia y acoso en los lugares de trabajo, 
SUSESO, 2024. 

 Informe en derecho Acoso sexual y sexista en el trabajo: revisión desde la doctrina y 
jurisprudencia, Secretaría Técnica de Igualdad de Género y No Discriminación, Poder 
Judicial, 2020. 

 Denuncia, investigación y sanción de la violencia organizacional, Pasos para aplicar 
perspectiva de Género, Curso Servicio Civil.  

 Manual de orientaciones para la prevención de la violencia, acoso laboral y sexual (VALS), 
Servicio Civil y la Corporación de Derecho Privado Universidad Alberto Hurtado, 2024. 

  



 

 

2° DISPÓNGASE que las presentes Orientaciones para efectuar procedimientos disciplinarios 
relativos a situaciones de violencia laboral, acoso laboral y acoso sexual con perspectiva de género 
constituirán un apoyo para orientar a todas las personas que presten servicios en el Ministerio de 
Obras Públicas, cualquiera sea su calidad jurídica, incluyendo personal de planta, a contrata, a 
honorarios, personal externo y estudiantes en práctica, que tenga responsabilidad o participación 
en procedimientos sumariales relativos a situaciones de violencia laboral, acoso laboral o acoso 
sexual (VALS), para una actuación diligente y conforme a la normativa vigente, que resguarde la 
incorporación de la perspectiva de género en todas las etapas del proceso.  

3° COMUNÍQUESE, la presente resolución y las Orientaciones que en ella se aprueban, a la Unidad 
de Género, Diversidad y No Discriminación, a las jefaturas superiores de los servicios MOP; la 
Dirección General de Concesiones, Dirección General de Aguas, Dirección General de Obras 
Públicas, a la Fiscalía; a la Dirección de Vialidad, Dirección de Obras Hidráulicas, Dirección de 
Obras Portuarias, Dirección de Aeropuertos, Dirección de Arquitectura, Dirección de 
Planeamiento, y a la Dirección de Contabilidad y Finanzas; a las Unidades de Prevención de 
Riesgos, a los Departamentos o Unidades de Personas de los servicios antes mencionados, a los 
respectivos gabinetes y a la Subdivisión de Gestión de Personas de la Subsecretaría de Obras 
Públicas. 

 

 

 

ANÓTESE  

 

 

 

SUBSECRETARIO DE OBRAS PÚBLICAS 
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